Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 36 minutos.) 


-La Comisión de Asuntos Administrativos del Senado da la bienvenida a los miembros del 
Directorio del Colegio de Abogados del Uruguay, doctores Bernardino Real -Presidente- Ricardo 
Mezzera -Vicepresidente- Martín Risso y Daniel Ochs. 


El motivo de nuestra invitación es conversar sobre el anteproyecto que nos enviaron -es algo 
nuevo que aparece en discusión- desarrollar el tema y conocer directamente la opinión de quienes 
participaron en su elaboración. 


SEÑOR REAL.- Muchas gracias. 


En nombre del Colegio de Abogados del Uruguay agradecemos a la Comisión por recibirnos 
y poner a consideración nuestra iniciativa. 


Este proyecto está inscripto en el marco de la inquietud general del Colegio de Abogados en 
relación a un tema un poco mayor del cual este es un aspecto: la carrera judicial y la situación concreta 
de los jueces, la forma en que son formados, designados, y cómo evolucionan a lo largo de su carrera 
hasta llegar a ocupar los cargos máximos de la Magistratura, lo que constituye el objeto de esta 
iniciativa. 


Desde hace mucho tiempo los miembros del Colegio de Abogados están preocupados por 
estas cuestiones, elaborando ideas y llevando adelante acciones. En los últimos tiempos hemos venido 
insistiendo para que en esa primera etapa de formación y designación de los jueces, en el Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay -en cuyo Consejo Directivo tenemos un representante- de alguna 
manera la mirada de los abogados sea contemplada. Estamos trabajando en un proyecto -que será 
presentado al Parlamento para su consideración- que guarde relación con la carrera misma de los 
jueces, es decir, con su evolución desde que son designados hasta llegar a los Tribunales de 
Apelaciones, que es el cargo máximo al que pueden ascender naturalmente, además de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Los doctores Risso y Ochs -integrantes de la Directiva del Colegio de Abogados- son los 
autores intelectuales del proyecto, a quienes por cuestiones naturales de especialidad les hemos 
encomendado la redacción. A continuación ellos les van a explicar su contenido. 


Queremos explicarles que para nosotros, en la gestión del Colegio de Abogados el gran tema 
de la carrera judicial es una cuestión naturalmente prioritaria; es una preocupación que ya lleva mucho 
tiempo. De alguna manera, esta invitación complementa o cumple con lo prometido en una 
comparecencia anterior ante la propia Comisión -en setiembre del año pasado- donde habíamos 
anunciado que estábamos trabajando en este tema; este es el fruto de nuestro esfuerzo. 


De todas maneras, los doctores Risso y Ochs podrán ser más explícitos con relación al 
contenido del proyecto de ley. 


SEÑOR OCHS.- En oportunidad de redactar, junto con el doctor Risso, este proyecto de ley -que nos 
fuera encargado por el Colegio de Abogados- nos propusimos reglamentar el artículo 236 de la 
Constitución de la República, disposición que confiere una competencia a la Asamblea General, pero 
entendimos que era necesario regular, reglamentar, instituir o instalar un procedimiento preparatorio 


previo que coagulara o concretara algunos ideales políticos, como la igualdad de oportunidades y la 
transparencia. 


En lo que tiene que ver con la designación de los jueces, en el Derecho Constitucional 
Comparado hay, básicamente, dos grandes sistemas. Uno de ellos es el carrerista o profesional, que 
mira con cierta desconfianza política la intervención del poder político partidista y prefiere encargar la 
tarea de enrolar, ascender y sancionar a los jueces a Consejos de Magistraturas integrados por 
colegios de abogados, profesores universitarios o asociaciones de jueces. Este es el sistema por el 
cual optó la Constitución uruguaya: un sistema político pero atenuado, según opinión del profesor 
Cassinelli Muñoz, quien decía que está atenuado y mejorado porque exige dos tercios de votos y 
porque una atribución tan importante no es encomendada al Poder Ejecutivo -como en el caso del 
sistema norteamericano- sino a la Asamblea General. De acuerdo con la óptica de Cassinelli Muñoz y 
de Jiménez de Aréchaga, el Poder Ejecutivo es mucho más propenso al desborde y eso es más 
riesgoso. De manera que fue una solución sabia la del constituyente uruguayo de encomendar esta 
atribución a la Asamblea General. 


Aun en los sistemas políticos -de esto pasamos revista en la exposición de motivos y en el 
estudio que hicimos- hay un procedimiento previo que le da transparencia a la elección; de manera que 
no se trata de innovar, de inmiscuirse ni de disminuir la competencia designatoria que tiene la 
Asamblea General, sino de instalar un procedimiento que dé legitimidad y configuración democrática a 
la designación y que, incluso, avente dudas que a veces se generan en torno a cómo fue que se 
decidió designar a tal o cual magistrado para una posición tan importante. 


SEÑOR RISSO.- Con relación al proyecto de ley, debo decir, ante todo, que no es nada original; todo 
su contenido está basado en ideas que obtuvimos de otros países que brindan soluciones que en la 
realidad funcionan bien. 


El artículo 1* se refiere a las prepostulaciones y busca dar publicidad y transparencia a ese 
proceso, o sea, a la forma de prepostular a los eventuales candidatos. En este caso se prevé una 
comunicación de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y luego - 
tal como sucede en Argentina y otros países- se da la posibilidad de proponer nombres - 
acompañados por breves fundamentaciones- mediante la página web. Esto permite que no solo los 
jueces sean postulados sino que también puedan serlo abogados. 


Además, este sistema prevé que una Comisión Especial de la Asamblea General haga una 
lista depurada de los nombres que aparecen en la página web. Nosotros fijamos un número de diez 
prepostulados -obviamente, como todo número, es arbitrario; luego les explico por qué son diez, 
aunque eventualmente podría ser alguno más- sobre los cuales se formaliza la postulación. La 
Comisión debe contactarlos y ver si aceptan que su nombre sea postulado. En caso de ser así, deben 
cumplir también con lo que viene después, que es la parte de la audiencia pública. 


A partir del momento en que los postulados o postulantes aceptan, se les pide que presenten 
su currículum y se agrega un requisito que es muy frecuente a nivel internacional: que seleccionen sus 
diez sentencias o diez trabajos más relevantes, a juicio del propio interesado. Esto es porque la 
realidad nos demuestra que los jueces suelen tener miles de sentencias y resulta imposible hacer un 
relevamiento de toda su trayectoria y jurisprudencia. Este elemento es utilizado con frecuencia y 
funciona muy bien; si un candidato presenta sentencias o trabajos que no son buenos, 
indudablemente, no va a tener muchas posibilidades. También se prevé la comunicación a la Suprema 
Corte y al Tribunal de lo Contencioso Administrativo para que dé toda la información que tenga; será 
mucha si se trata de jueces y quizás que no sea nada si son abogados. 


Luego vienen los dos períodos más importantes y delicados: se publica quiénes son los 
postulantes y se vuelve abrir la posibilidad de que cualquier ciudadano pueda emitir juicios y 
valoraciones a través de la página web. Obviamente, tienen que ser juicios y valoraciones breves, 
rechazando aquellos que son agraviantes, etcétera. Esta etapa es verdaderamente importante y 
funciona muy bien, por ejemplo, en Argentina, donde no ha generado problemas ni aparecen millones 
de opiniones o algo por el estilo. 


Y luego tiene lugar -quizás lo más importante de este procedimiento- la audiencia pública. A 
través de ella se pretende que cada postulante, formalmente, frente a los integrantes de la Comisión y 
a la opinión pública -por eso se hace referencia a que sea en un lugar amplio que permita la asistencia 
de la ciudadanía- diga qué piensa sobre los temas que figuran en este documento: la Constitución en la 
labor jurisdiccional; los derechos humanos y el juez; el rol del juez y en especial el de los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Estos son los temas 
habituales que aparecen en el Derecho Comparado. Los conocimientos de un juez en materia civil y 
penal se pueden analizar viendo su jurisprudencia, pero no sucede lo mismo con los temas que he 
mencionado. Y es una instancia verdaderamente importante para toda la ciudadanía, que no va a 
saber cómo van a resolver los casos, pero sí va a tener una idea sobre qué piensan sobre los grandes 
temas cuando ocupen su función. 


También se prevé la posibilidad de que haya audiencias separadas para cada uno de los 
postulantes -para que no haya polémicas entre ellos- luego de la exposición. Asimismo, se prevé que 
los miembros de la Comisión les puedan hacer preguntas. Para no desalentar a nadie, aquí 
establecimos que es para conocer opiniones puntuales. En el Derecho Comparado es terrible lo que 
les hacen a muchos jueces. Por ejemplo, en Estados Unidos el interrogatorio del Senado es feroz; 
renuncian a sus trabajos para poder preparar dicha instancia. Esa no es la idea, sino conocer lo que 
piensan los aspirantes de estos grandes temas y que haya una instancia formal de diálogo entre la 
Comisión y ellos. 


Por otra parte, se prevé que la Comisión haga un informe -supongo que adjuntará los 
currículos y los distintos elementos- y luego necesariamente la Asamblea General será la que resuelva 
este tema. 


Es importante lo que expresa el artículo final, es decir, que la Asamblea General va a poder 
designar a un juez que no sea uno de los postulantes. Esa es una realidad, pero esperamos que eso 
no pase; por eso se plantea realizar este procedimiento. Indudablemente, la potestad constitucional de 
la Asamblea General no se puede modificar por ley. 


SEÑOR PENADÉS.- Me parece muy interesante el proyecto de ley presentado, pero hay un aspecto 
que no me ha quedado claro. Para la presentación para ocupar estos cargos, ¿debería cumplirse con 
los requisitos que hoy prevé la Suprema Corte de Justicia, como pueden ser la antigúedad o que sea 
miembro de algún Tribunal? Si así lo entiende conveniente, ¿cualquier magistrado en el correr de su 
carrera puede postularse? 


SEÑOR RISSO.- Lo único que debe cumplir son los requisitos constitucionales. 
SEÑOR PENADÉS.- ¿O sea que puede presentarse al inicio de su carrera judicial? 


SEÑOR OCHS.- Inclusive puede presentarse alguien que no sea juez. De todos modos, hay un 
problema de edad, porque como mínimo debe tener cuarenta años. 


SEÑOR PENADÉS.- Cumpliendo con ese aspecto, se puede presentar. 


SEÑOR OCHS.- En la República Argentina, en ocasión del proceso de nombramiento de la Corte 
Suprema, se dieron los casos notorios de los doctores Carmen Argibay y Eugenio Zaffaroni, que no 
eran jueces de carrera. Se sigue entonces el modelo constitucional americano: los postulantes para 
ocupar cargos, tanto en la Suprema Corte como en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, no 
tienen por qué ser de carrera. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es el caso del doctor Nicoliello. 


SEÑOR OCHS..- El doctor Nicoliello había sido juez. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Creo que es muy interesante este tema, sobre todo, en lo que respecta a los 
conceptos de audiencia pública. Aquí en el Senado hemos eliminado el secretismo de muchas de las 
tareas que lo tenían como emblema y en lo único que lo hemos mantenido, por una cuestión de no 
manosear a las personas, es en lo relativo a la destitución de funcionarios públicos. 


En lo personal, siempre pensé que el sistema norteamericano, que, como bien se decía, 
puede parecer feroz, es muy democrático y transparente: se trabaja en una sala con muchas personas 
y resulta fundamental que se interrogue a los postulantes a algunos de los cargos referidos, porque de 
ese modo se contribuye a la profundización de aspectos democráticos. 


Ahora bien, como recién hablábamos con el señor Senador Bordaberry, supongo que no 
escapará al elevado criterio de nuestros invitados que en esta sociedad tan politizada, muchas veces 
pueden aparecer temas que marquen el perfil de los candidatos y su aceptación en lo que tiene que ver 
con los cargos a ocupar. Por ejemplo, me pregunto qué pasaría si el Senado o la Cámara de 
Representantes estuvieran discutiendo un proyecto cuya constitucionalidad podría ser dudosa, más 
allá de la presunción, tal como sucede habitualmente en el Parlamento. Podría ocurrir que a un 
candidato a ocupar uno de esos cargos se le preguntara, por ejemplo, qué opina sobre la 
constitucionalidad del lASS, lo que podría marcar un perfil o tendencia para que una masa grande de 
Legisladores lo aprobara o no, de acuerdo con el interés que tuvieran en impedir o no la aprobación de 
la iniciativa. Sé que esto escapa a la posibilidad de control, pero pregunto si no se podría imaginar un 
mecanismo para que no se hicieran preguntas sobre proyectos a estudio, porque eso me parece que 
marcaría mucho las decisiones cuando se trata de materias tales como los derechos humanos o lo 
relativo al Derecho Tributario, que son muy sensibles para la sociedad. Tal vez se podría pensar en 
algún artículo que, sin coartar la iniciativa de los Legisladores, pusiera un coto para que no se 
preguntara sobre cualquier tema -fundamentalmente me refiero a los de actualidad- a los efectos de 
que no se determine el perfil de la votación. Por ejemplo, si alguien le pregunta a un candidato su 
opinión sobre un tema en el que la mayoría de las Cámaras está a favor, seguramente tendría más 
posibilidades de ser visto con simpatía por esa mayoría. 


SEÑOR REAL.- En lo personal, no veo dificultad en fijar algún tipo de limitación en ese sentido. 
Incluso, razonando sobre el ejemplo que daba el señor Senador, podríamos exponernos a que si 
finalmente quien se ha pronunciado en algún sentido contestando determinada pregunta fuera 
designado y luego llamado a resolver sobre el tema, podría pensarse que prejuzgó, más allá de que en 
el momento de adelantar la opinión todavía no ocupara el cargo. Planteo esto como un asunto a 
discutir, ya que no lo tengo muy claro. Sí creo que no hay inconveniente en que aquellas cuestiones 
que por distintas razones deberían ser objeto de limitación en el interrogatorio en la audiencia pública 
se pudieran incluir. 


SEÑOR RISSO.- La práctica en Estados Unidos es preguntar sobre casos típicos para la 
jurisprudencia, y hay una pregunta que desde hace décadas se hace a todos los candidatos que es la 
sentencia referida al aborto. Eso es lo primero que preguntan a todos los candidatos y también es lo 
primero que tienen que aclarar los jueces. 


En lo personal, entendí que eso no era necesario, pero si se considera que sí lo es, podemos 
aclarar que no se puede preguntar sobre temas que estén a estudio del Parlamento. 


SEÑOR OCHS.- Pienso que se trata de una función administrativa de la Asamblea General exigir un 
planteo de preguntas pertinentes, ya que tampoco se podría invadir la privacidad del nominado. Eso no 
sé si hay que aclararlo en la ley o es, más que nada, una función administrativa que se puede 
autorregular, incluso, a través de vía reglamentaria. Las preguntas tienen que ser pertinentes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creemos que el proyecto es muy interesante no sólo para la designación por 
la Asamblea General de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, sino que también creo recordar que en alguna Media Hora Previa o en momentos de 
votar alguna venia de designación de los integrantes de los Entes Autónomos, el señor Senador 
Lacalle Herrera propuso una especie de hearings, como sucede en Estados Unidos, para la 
designación de los directores de los Entes Autónomos. Obviamente, quizás ahí no se podría hacer un 
llamado público, pero sí por lo menos se haría una suerte de audiencia para escuchar a quien va a 


ocupar un cargo y necesita la venia del Senado para hacerlo. Creemos que todo lo que signifique 
transparencia en el procedimiento es muy importante. 


Hago mía la observación del señor Senador Nin Novoa en el sentido de que el proyecto 
queda en una media agua; o se pregunta a fondo o no se pregunta. Si se pregunta a fondo, más que lo 
que el postulante piensa, vamos a analizar la forma en que lo razona para llegar a la conclusión y 
valoramos no el final, sino su razonamiento y fundamentación. En realidad, eso de decir que de 
repente sí pero no, es inadecuado; me parece que se debe ser muy claro: sí o no. Imagínense -y en 
esto quiero destacar a todo el sistema político- que por unanimidad designamos a los últimos dos 
miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de la Suprema Corte de Justicia y estoy 
seguro de que el oficialismo, al igual que nosotros, no sabía cómo pensaban esos dos Ministros que 
asumieron y que firmaron dos sentencias contrarias al interés político del Gobierno, por más que uno 
votó a favor y el otro en contra. En realidad, se dio esa situación pero nadie sabía cómo iban a votar, 
ni importó. Lo que nos importó fue que, a nuestro juicio, eran los mejores para ocupar el cargo; 
votamos por unanimidad y logramos los dos tercios de votos, después de mucho tiempo en que la 
selección era por la antigúedad. Pese a que dicen que estamos muy peleados con el oficialismo, quiero 
destacar eso, porque desde hace mucho tiempo que no se designaba por unanimidad a un Fiscal de 
Corte, a los Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y a los Ministros de la Suprema 
Corte. 


Lo otro que quería señalar es que quizás no es para la idiosincrasia uruguaya el tema de las 
opiniones en la web y la televisación de las audiencias; si bien es buena la transparencia, creemos que 
atenta un poco contra la natural forma de ser del uruguayo de venir a exponer ante los Legisladores 
sus posiciones. Eso es muy argentino y confieso que el modelo argentino, últimamente, no es el que 
más me gusta en muchos sentidos. Tenemos la experiencia -integré la Comisión- de la designación de 
los miembros de la Institución de Derechos Humanos y allí se utilizó un sistema que creo que tiene 
cosas buenas, como por ejemplo que establecía que cualquiera se podía postular -el mismo principio 
que está aquí- y, luego, debían agregar sus antecedentes para ser estudiados por los Legisladores. Se 
hizo una lista corta, se entrevistó a todos los postulantes y por último se realizó un informe que se 
envió a la Asamblea General. Esas audiencias no fueron públicas, pero al estar los integrantes de todo 
el sistema político -porque al ser de la Asamblea General están representados todos los partidos 
políticos- da una cierta garantía. Desde el punto de vista legislativo, sentimos que el problema de ese 
sistema radica en el hecho de que los miembros deben ser propuestos por las ONG. Así fue que 
surgieron doscientas ONG proponiendo cada una su candidato e, incluso, algunas se juntaron para 
designar uno solo. En realidad, esto quita la tranquilidad y la paz de la evaluación y a los 
representantes del pueblo nos lleva, a veces -porque somos todos humanos- a pensar más en los 
votos que en la selección del mejor candidato. Entonces, si en estas épocas de Internet, entre otros 
avances tecnológicos, se hace una gran campaña para que mucha gente mande e-mails y diga: “Este 
es el mejor de todos”, tal vez estemos apuntando a un procedimiento que no es el tradicional del 
Uruguay. A nuestro juicio, todo este sistema -que nos parece muy bueno- debería preservar un poco 
más la instancia que tiene un juez al dictar sentencia, durante la cual está él con su expediente y su 
conciencia para definir qué es lo mejor. Creo que esto podría sacar -por decirlo así- a los Legisladores 
de su conciencia y hacerles ver que afuera hay una tribuna diciendo: “Es este”. Me parece que sería 
bueno que en temas tan delicados que hacen a la institucionalidad del país, nos dieran a todos esa 
tranquilidad. 


Independientemente de aprobar o no el proyecto, creo que si tomamos este procedimiento, lo 
elevamos a la Asamblea General y constituimos una Comisión Especial de acuerdo con lo que 
establece el Reglamento para estos casos, en este momento no necesitaríamos una ley, más allá de 
que si el tema está contemplado en una ley tendrá una mayor certeza hacia el futuro. 


Por lo tanto, adelanto nuestra visión favorable de aprobar esta iniciativa; tuvimos oportunidad 
de compartirla con los compañeros del Partido Colorado y nos llevó a adoptar una posición en torno a 
ella. 


SEÑOR REAL.- Con respecto a lo señalado por el señor Senador Bordaberry quiero decir lo siguiente. 


El tema del reglamento o de la ley fue naturalmente materia de discusión en el Colegio de 
Abogados del Uruguay y la opción por el camino legal tuvo que ver, precisamente, con eso: darle al 
tema jerarquía, certeza y, sobre todo, estabilidad, que consideramos no tendría con el reglamento. 
Creemos que esta es una cuestión, si se quiere, de matiz, no porque pensemos que por vía 
reglamentaria no se pueda plantear, sino porque consideramos que la ley es mejor. 


Con relación al tema de las audiencias y reconociendo que la discreción es un valor muy 
apreciado por todos y, como contrapartida, que la publicidad otorga cristalinidad -uno de los valores 
que pretendemos consagrar en el proyecto- queremos destacar un elemento que suma. El hecho de 
que el proceso de elección sea conocido por la gente, pasa también por jerarquizar la figura de los 
designados y, en última instancia, de los órganos de justicia: Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. ¿Qué quiero decir con esto? Cuando todos los uruguayos votamos a un 
Presidente o a los Legisladores que nos van a representar tenemos conciencia de la importancia de la 
función que unos y otros van a cumplir; nos sentimos parte de ello porque nos convocan a tomar esa 
decisión. Ser partícipes de la decisión  -ya sea como público, naturalmente, porque así lo establece la 
Constitución de la República- implica jerarquizar frente a la gente y darle un valor adicional -el que 
realmente tiene o debería tener- a la Justicia, en particular. El hecho de que la gente sienta que el 
órgano superior de Justicia se integra en un proceso del que es parte -en tanto está viendo lo que está 
pasando- lleva a revalorizarla. Creo que esta cuestión está planteada y es un objetivo que nos 
deberíamos proponer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si me permiten, me gustaría dar mi opinión. 


Considero que este proyecto de ley es interesante y que es cierto lo que dijo el señor 
Senador Bordaberry porque quienes logramos esas unanimidades, padecimos. Por momentos 
llegamos a creer que no alcanzaríamos un acuerdo y que la antigúedad se impondría como algo 
mecánico. Me parece que para el magistrado le es penoso llegar de esa manera. Es fantástico cuando 
se llega a un acuerdo a través de los votos y se logra la unanimidad, pero en este caso no fue fácil y 
las negociones fueron arduas. Quizás en las épocas en que había solo dos partidos era más sencillo 
pero ahora, que negociamos los cuatro partidos con representación parlamentaria, no lo es. Por eso 
me parece interesante sondear mecanismos que le permiten al ciudadano común -que puede tener su 
opinión- ver cómo se hace el procedimiento y que se abra el abanico a los que son simplemente 
abogados. 


Como dijeron otros señores Senadores, en este ámbito ya se realizaron audiencias para 
elegir no solo a los integrantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos sino también al 
Comisionado Parlamentario Penitenciario y el esfuerzo que eso supuso fue bueno porque se dialogó 
con mucha gente, lo que ayudó a que la decisión fuera más prolija. 


Tampoco tengo inconveniente en que se realicen audiencias públicas porque tendemos -si se 
logra aprobar la reforma- a que los juicios sean públicos, por lo que todo el procedimiento sería visible 
para la gente. Esta es una cultura nueva que debemos ir aprendiendo. Sería algo similar al proceso 
que se lleva adelante cuando se nombra un Embajador -que concurre a la Comisión y se le hacen una 
serie de preguntas sobre su plan de desarrollo de la misión- o al Fiscal de Corte. Son instancias 
positivas porque se genera un intercambio, sin hacer preguntas que estén fuera de lo lógico. En el caso 
de que se apruebe el mecanismo propuesto, los Legisladores y los magistrados deberemos pasar por 
un proceso de aprendizaje, pero va a ser positivo porque, como se dice, entre muchos nos 
equivocamos menos. No es sencillo hacer determinadas valoraciones en soledad y, además, siempre 
hay una fuerte carga de aspectos políticos. Por ejemplo, es verdad que nosotros no sabíamos qué iban 
a votar los Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ni los de la Suprema Corte, pero en 
un país tan chiquito, en el que todos nos conocemos, circulan versiones. En cambio esto genera 
transparencia y nos puede dar más tranquilidad. 


A raíz de los últimos fallos, ciudadanos de a pie me han preguntado por qué nombramos a 
Mengano o Fulano, y si bien les expliqué todo el proceso, no llegué a convencerlos porque no estaban 
estas instancias. Me parece que esto ayudaría a todo el sistema, no solo a la parte jurídica. 


Estuve analizando algunos casos de otros países como, por ejemplo, el de Bolivia, donde 
primero pasa por el Consejo de la Magistratura y luego va al Senado. Quiere decir que cada país tiene 
sus propios mecanismos. 


Otra virtud que tiene este proyecto, tal como está formulado, es que es relativamente sencillo; 
no es un mecanismo pesado. En realidad, lo veo con buenos ojos y creo que nos ayudaría en esa 
tarea. Pero esos organismos no son como el Tribunal de Cuentas o la Corte Electoral, que si no nos 
ponemos de acuerdo pueden permanecer ín eternum. En los casos que nos ocupan, a determinada 
edad o después de determinado plazo sus integrantes se van y nosotros no podemos tener organismos 
de esa importancia desintegrados; esto ayudaría a que no tengamos que llegar al filo de los tiempos 
constitucionales. 


Esta es mi opinión y no tengo preguntas para formular porque me pareció claro el desarrollo 
de la exposición. Es verdad: las cosas que quedan por ley permanecen mucho más firmes en el tiempo 
-aunque, por supuesto, que se pueden modificar- porque tienen un respaldo o una certeza jurídica que 
es bueno para todos los que tenemos que participar en el proceso. 


SEÑOR OCHS.- Cuando debatimos internamente en el Colegio de Abogados si para imponer 
obligaciones a determinados sujetos era necesaria una ley ordinaria o un reglamento de la Asamblea 
General, concluimos que por el principio de legalidad estábamos obligados -por el artículo 10 de la 
Constitución de la República- a hacerlo por ley ordinaria y no por acto administrativo de la Asamblea. 


SEÑOR BORDABERRY.- Corresponde que firmemos el proyecto para darle estado parlamentario, 
simplemente para poder ingresarlo formalmente a la Comisión -porque alguien tiene que presentarlo- 
sin perjuicio de que, obviamente, no nos comprometemos a aprobarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita de la delegación así como las explicaciones 
formuladas y les adelantamos que esta Comisión seguirá considerando el tema. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 12 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


